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PALACIO LEGISLATIVO, A 28 DE OCTUBRE DE 2019. 

 

Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del 

Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes de octubre de 

2019. 

 

En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes 

al mes de octubre de 20191, se publicaron los siguientes criterios 

jurisprudenciales relevantes para la Unidad de Evaluación y Control: 

INICIO 
FISCALIZACIÓN SUPERIOR, PRESUPUESTO Y DEUDA PÚBLICA 

PLENOS DE CIRCUITO 

CONVENIO DE COLABORACIÓN ADMINISTRATIVA EN MATERIA FISCAL FEDERAL 

CELEBRADO ENTRE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO Y EL GOBIERNO DEL 

ESTADO DE MÉXICO. SU SOLA SUSCRIPCIÓN NO SUPONE LA COORDINACIÓN EN MATERIA 

DE DERECHOS. 

 

RESPONSABILIDADES, TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. CARECE DE COMPETENCIA PARA 

CONOCER DE LAS DEMANDAS PROMOVIDAS CONTRA LAS RESOLUCIONES EMITIDAS POR 

EL INSTITUTO NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN 

DE DATOS PERSONALES, AL SER ÉSTE UN ORGANISMO CONSTITUCIONAL AUTÓNOMO. 

DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. PARÁMETROS DE LA DISCRECIONALIDAD 

PARA FIJAR EL MONTO DE LAS MULTAS RELATIVAS, EN RELACIÓN CON LA PRESUNCIÓN DE 

LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS Y LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE 

PROPORCIONALIDAD. 

NULIDAD DE LAS RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS. SENTIDO AMPLIO DEL CONCEPTO Y 

EFECTOS DE LA DECRETADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 

PLENOS DE CIRCUITO  

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EN LOS CASOS EN 

QUE LA AUTORIDAD HAYA SUSTANCIADO LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN CONFORME A LA 

LEY FEDERAL RELATIVA VIGENTE ANTES DEL 19 DE JULIO DE 2017, EL PROCEDIMIENTO 

DISCIPLINARIO DEBERÁ CONCLUIR EN TÉRMINOS DE ESA MISMA NORMATIVA 

(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY GENERAL DE 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS). 

 

  

                                                 
1 Los Semanarios se publicaron los 4, 11, 18 y 25 de octubre de 2019. 
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CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO  

LOG DE TRANSACCIONES. PARA QUE EL DOCUMENTO CON TECNICISMOS EN MATERIA DE 

TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN, INFLUYA EN EL ÁNIMO DEL JUZGADOR Y PUEDA 

DÁRSELE EL VALOR PRETENDIDO POR SU OFERENTE, ES NECESARIO QUE SE ACOMPAÑE LA 

INTERPRETACIÓN DE UN PERITO EN MATERIA DE INFORMÁTICA. 

SUSPENSIÓN DEFINITIVA DEL ACTO RECLAMADO. INTERPRETACIÓN DE LA EXPRESIÓN 

"PODRÁ" SOLICITAR DOCUMENTOS Y ORDENAR LAS DILIGENCIAS QUE CONSIDERE 

NECESARIAS, CONTENIDA EN EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 143 DE LA LEY DE 

AMPARO. 

REVISIÓN FISCAL. DICHO RECURSO ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS SENTENCIAS DEL 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA QUE DECLARAN LA NULIDAD DEL ACTO 

ADMINISTRATIVO IMPUGNADO POR VICIOS DE FONDO Y DE FORMA, SI SE PLANTEAN 

AGRAVIOS CONTRA ESTOS Y NO RESPECTO DE AQUELLOS. 

INCIDENTE DE INEJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE AMPARO. ASPECTOS QUE DEBEN 

ANALIZARSE ANTES DE DETERMINAR SI PROCEDE CONTINUAR CON SU TRÁMITE, CUANDO 

DURANTE ÉSTE EL JUEZ DE DISTRITO INFORMA QUE SE CUMPLIÓ LA EJECUTORIA. 

AGRAVIOS INOPERANTES EN EL RECURSO DE REVISIÓN. LO SON AQUELLOS QUE SOSTIENEN 

QUE LOS JUZGADORES DE AMPARO, EN SU CALIDAD DE ÓRGANOS DE CONTROL 

CONSTITUCIONAL, TRANSGREDEN DERECHOS HUMANOS O FUNDAMENTALES, SÓLO EN ESE 

ASPECTO. 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

IMPEDIMENTOS PARA CONOCER DE JUICIOS DE AMPARO, RECURSOS, INCIDENCIAS O 

DEMÁS CASOS DERIVADOS DE LA IMPUGNACIÓN DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA 

LEY FEDERAL DE REMUNERACIONES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS Y SE ADICIONAN 

DISPOSICIONES AL CÓDIGO PENAL FEDERAL. DEBEN DECLARARSE INEXISTENTES LOS 

CONFLICTOS COMPETENCIALES POR RAZÓN DE LA MATERIA PARA CONOCER DE ELLOS. 

IMPEDIMENTOS. LES RESULTA APLICABLE EL PUNTO CUARTO DEL ACUERDO GENERAL 

4/2019 DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, A PESAR DE QUE NO SE 

REFIERA EXPRESAMENTE A ELLOS (LEY FEDERAL DE REMUNERACIONES DE LOS SERVIDORES 

PÚBLICOS). 

IMPEDIMENTOS FORMULADOS POR JUECES DE DISTRITO EN MATERIA LABORAL PARA 

CONOCER DE DEMANDAS DE AMPARO EN LAS QUE SE IMPUGNÓ LA LEY FEDERAL DE 

REMUNERACIONES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. METODOLOGÍA QUE LOS TRIBUNALES 

COLEGIADOS DE CIRCUITO CON JURISDICCIÓN EN EL ÁMBITO ADMINISTRATIVO DEBEN 

SEGUIR PARA SU RESOLUCIÓN. 

PLENOS DE CIRCUITO  

DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO. LA IRREPARABILIDAD, COMO CARACTERÍSTICA 

DE LOS ACTOS RECLAMADOS (INTRAPROCEDIMENTALES O RESOLUCIONES DEFINITIVAS), 

NO CONSTITUYE, POR SÍ MISMA, UNA EXCEPCIÓN A DICHO PRINCIPIO, AUN CUANDO EN 

EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE ORIGEN ESTÉ INVOLUCRADO UN AGENTE DEL 

MINISTERIO PÚBLICO O UN ELEMENTO DE LA POLICÍA DE INVESTIGACIÓN DE LA AHORA 

FISCALÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE MÉXICO. 

ACTAS ADMINISTRATIVAS LEVANTADAS A TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. PARA 

SU VALIDEZ ES INNECESARIO QUE EL PATRÓN PRESENTE TESTIGOS DE CARGO. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2020723  

Instancia: Plenos de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de octubre de 2019 10:14 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: PC.II.A. J/12 A (10a.)  

 

CONVENIO DE COLABORACIÓN ADMINISTRATIVA EN MATERIA FISCAL 
FEDERAL CELEBRADO ENTRE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO 
PÚBLICO Y EL GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO. SU SOLA SUSCRIPCIÓN 
NO SUPONE LA COORDINACIÓN EN MATERIA DE DERECHOS. 

 

De los artículos 1o., 10 y 13 de la Ley de Coordinación Fiscal, se colige que la adhesión de 

la entidad federativa al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal tiene como finalidad 

armonizar el ejercicio de la potestad tributaria entre los órganos legislativos de los diversos 

órdenes de gobierno para evitar la doble tributación, y otorgar a las entidades 

participación en la recaudación de gravámenes de carácter federal. Ahora bien, el 

convenio de colaboración administrativa tiene como objetivo delimitar las facultades de 

las autoridades en materia de administración tributaria relativas a la ejecución de las 

normas fiscales para la recaudación, fiscalización y manejo de ingresos federales; sin 

embargo, la suscripción de este instrumento normativo no supone la coordinación en 

materia de derechos, en virtud de que, para considerar que la entidad federativa aceptó 

dicha coordinación y, por ende, no mantendrá en vigor los derechos estatales o 

municipales que se señalan en el artículo 10-A del ordenamiento federal citado, es 

necesario que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público haga y difunda en los medios 

de publicación oficial federal y local la declaratoria respectiva, con la indicación de que 

el Estado no tiene establecido o ha suspendido el cobro de aquellos derechos. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 7/2016. Entre las sustentadas por el Primer, el Segundo y el Tercer 

Tribunales Colegiados, todos en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 14 de 

noviembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Magistrados Julia María del Carmen García 

González, Mónica Alejandra Soto Bueno y David Cortés Martínez. Disidente: Víctor Manuel 

Méndez Cortés. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretario: Edgar 

Salgado Peláez. 

 

Criterios contendientes: 
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 

Circuito, al resolver el amparo directo 223/2016, el sustentado por el Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 

317/2016, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 

del Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 223/2016. 

 

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar 

8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta tesis forma 

parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 7/2016, resuelta por el Pleno en Materia 

Administrativa del Segundo Circuito. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 07 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2020853  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 18 de octubre de 2019 10:28 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: I.3o.C.364 C (10a.)  

 

LOG DE TRANSACCIONES. PARA QUE EL DOCUMENTO CON TECNICISMOS EN 
MATERIA DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN, INFLUYA EN EL ÁNIMO 
DEL JUZGADOR Y PUEDA DÁRSELE EL VALOR PRETENDIDO POR SU 
OFERENTE, ES NECESARIO QUE SE ACOMPAÑE LA INTERPRETACIÓN DE UN 
PERITO EN MATERIA DE INFORMÁTICA. 
 

La sola exhibición de un documento con tecnicismos (log de transacciones) que no resultan 

comprensibles para el promedio de la población, no puede ser suficiente para demostrar 

que las operaciones que se encuentran insertas en él, fueron aprobadas con el 

consentimiento de la parte que las impugna o desconoce en un juicio. De tal forma que 

para que esta prueba influya en el ánimo del juzgador y pueda dársele el valor pretendido 

por su oferente, es necesario que ésta sea acompañada por la debida interpretación de 

un perito en materia de informática, en la que se logre explicar con claridad el contenido 

de dicha documental y, con ello, se determinen sus alcances, ya que de otro modo, el 

juzgador se encuentra impedido para conocer la verdadera intención y contenido de ésta, 

al no ser un experto en lenguaje y códigos informáticos. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 908/2018. BBVA Bancomer, S.A., I.B.M., Grupo Financiero BBVA Bancomer. 

23 de enero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Paula María García Villegas Sánchez 

Cordero. Secretaria: Montserrat Cesarina Camberos Funes. 

 

Amparo directo 920/2018. BBVA Bancomer, S.A., I.B.M., Grupo Financiero BBVA Bancomer. 

13 de febrero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Sofía Verónica Ávalos Díaz. 

Secretario: Miguel Ángel Vadillo Romero. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 18 de octubre de 2019 a las 10:28 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2020920  

Instancia: Plenos de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de octubre de 2019 10:35 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: PC.I.A. J/157 A (10a.)  

 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 
EN LOS CASOS EN QUE LA AUTORIDAD HAYA SUSTANCIADO LA ETAPA DE 
INVESTIGACIÓN CONFORME A LA LEY FEDERAL RELATIVA VIGENTE ANTES 
DEL 19 DE JULIO DE 2017, EL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO DEBERÁ 
CONCLUIR EN TÉRMINOS DE ESA MISMA NORMATIVA (INTERPRETACIÓN 
DEL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY GENERAL DE 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS). 
 

La Ley General de Responsabilidades Administrativas tuvo su origen en la creación de un 

sistema uniformado de combate a la corrupción –el cual inició con la reforma constitucional 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2015– y entró en vigor el 

19 de julio de 2017; no obstante, de conformidad con el artículo tercero transitorio de su 

decreto de expedición, los procedimientos administrativos iniciados antes de esta última 

fecha deberán concluir según las disposiciones aplicables vigentes a su inicio. Por otro lado, 

la citada ley general contiene diversas particularidades, como son: una clara distinción 

entre las fases de investigación, de sustanciación y de resolución; la existencia de la 

caducidad de la instancia; la posibilidad de confesar la responsabilidad para obtener una 

reducción de las sanciones; el reconocimiento del carácter de parte procesal al 

denunciante; la existencia de medios de impugnación contra decisiones preliminares y, de 

manera destacada, la exigencia de presentar un informe de presunta responsabilidad a 

cargo de la autoridad investigadora, en el que debe calificarse la gravedad de las 

conductas investigadas, lo cual determinará si el encargado de emitir la resolución es un 

órgano administrativo (para faltas no graves) o un tribunal de justicia administrativa (sobre 

faltas graves). Lo anterior evidencia una estrecha vinculación entre las diversas etapas 

adjetivas que, inclusive, están reguladas en un mismo libro de la ley, mientras que las 

actuaciones relacionadas con el citado informe son de tal relevancia que pueden dar lugar 

a la improcedencia del procedimiento, por una indebida determinación de la 

competencia o por la falta de elaboración de aquel informe. Así, la falta de regulación de 

estos aspectos en ordenamientos como la Ley Federal de Responsabilidades 

Administrativas de los Servidores Públicos y la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos pone de manifiesto que no solamente existen diferencias formales o 

respecto de derechos procesales, sino una verdadera incompatibilidad entre las etapas de 

investigación seguidas a partir de las leyes anteriores y el trámite instituido por la Ley 
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General. En ese contexto, conforme a una interpretación funcional del artículo tercero 

transitorio del decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de julio de 2016, 

el procedimiento al que hace referencia se debe entender iniciado con la fase de 

investigación, sólo para este efecto, de suerte que si el área encargada condujo ésta con 

base en un ordenamiento anterior a la Ley General de Responsabilidades Administrativas, 

el procedimiento debe concluir en términos de la ley vigente a su inicio, para lo cual, en su 

caso, procederá la intervención de autoridades sustitutas de aquellas cuyas atribuciones 

fueron modificadas con motivo de la reforma integral en materia de combate a la 

corrupción. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 12/2019. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado y el 

Décimo Quinto Tribunal Colegiado, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 24 

de septiembre de 2019. Mayoría de veinte votos de los Magistrados Julio Humberto 

Hernández Fonseca, Arturo Iturbe Rivas, Osmar Armando Cruz Quiroz, Jesús Antonio Nazar 

Sevilla, María Elena Rosas López, Froylán Borges Aranda, Ricardo Olvera García, Manuel 

Suárez Fragoso, Edwin Noé García Baeza, Oscar Fernando Hernández Bautista, Jesús Alfredo 

Silva García, Eugenio Reyes Contreras, Luz Cueto Martínez, J. Jesús Gutiérrez Legorreta, José 

Eduardo Alvarado Ramírez, Ernesto Martínez Andreu, Adriana Escorza Carranza, Hugo 

Guzmán López, Martha Llamile Ortiz Brena y María Alejandra de León González. Disidente: 

Luz María Díaz Barriga. Ponente: Arturo Iturbe Rivas. Secretario: Rodolfo Alejandro Castro 

Rolón. 

 

Tesis y criterio contendientes:  

Tesis I.4o.A.164 A (10a.), de título y subtítulo: "RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS. A LOS PROCEDIMIENTOS CORRESPONDIENTES A CONDUCTAS 

REPROCHADAS COMETIDAS BAJO LA VIGENCIA DE LA ABROGADA LEY FEDERAL RELATIVA, 

LES SON APLICABLES LAS REGLAS DE ÉSTA Y NO LAS DE LA LEY GENERAL DE 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS.", aprobada por el Cuarto Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 7 de junio de 2019 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario 

judicial de la Federación, Décima Época, Libro 67, Tomo VI, junio de 2019, página 5353, y 

 

El sustentado por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, al resolver el amparo directo 123/2019. 

 

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar 

8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta tesis forma 

parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 12/2019, resuelta por el Pleno en 

Materia Administrativa del Primer Circuito. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 28 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2020794  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 11 de octubre de 2019 10:21 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: III.5o.A.15 K (10a.)  

 

INCIDENTE DE INEJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE AMPARO. ASPECTOS QUE 
DEBEN ANALIZARSE ANTES DE DETERMINAR SI PROCEDE CONTINUAR CON 
SU TRÁMITE, CUANDO DURANTE ÉSTE EL JUEZ DE DISTRITO INFORMA QUE 
SE CUMPLIÓ LA EJECUTORIA. 
 

De las jurisprudencias P./J. 60/2014 (10a.) y P./J. 61/2014 (10a.), del Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, se desprende que cuando se acata extemporáneamente 

una sentencia de amparo y ello lleva al pronunciamiento del órgano que concedió la 

protección de la Justicia Federal en el sentido de que aquélla está cumplida, ese hecho no 

implica que el incidente de inejecución de sentencia quede sin materia, pues ello haría 

nugatorio lo dispuesto en el artículo 195 de la Ley de Amparo, el cual señala que cuando 

el cumplimiento es extemporáneo e injustificado no se debe eximir de responsabilidad a la 

autoridad responsable. Por tanto, cuando durante el trámite del incidente el Juez de Distrito 

informa que se cumplió la ejecutoria, aunque no haya causado estado ese 

pronunciamiento, lo que procede es examinar si existen elementos para continuar con la 

tramitación del incidente que podría culminar con la separación del cargo y, 

eventualmente, con la consignación ante el Juez penal, es decir, deberá analizarse si la 

actuación de las autoridades responsables o vinculadas al cumplimiento constituye un 

actuar evasivo o si han efectuado procedimientos ilegales dilatorios que retarden la 

observancia del fallo protector, a fin de verificar si el cumplimiento se llevó a cabo dentro 

de los plazos establecidos para tal efecto en la Ley de Amparo, o bien, si existió alguna 

causa de justificación para el cumplimiento extemporáneo, debiendo también valorarse 

las multas que, en su caso, hayan sido impuestas en el procedimiento de ejecución pues, 

atendiendo a las circunstancias del caso, podrán dejarse sin efectos. 

 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

 

Incidente de inejecución de sentencia 4/2019. Consorcio de Ingeniería Integral, S.A. de C.V. 

10 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Héctor Cortés Ortiz. Secretario: 

Raúl Octavio González Cervantes. 

 

Nota: Las tesis de jurisprudencia P./J. 60/2014 (10a.) y P./J. 61/2014 (10a.), de títulos y 

subtítulos: "CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO. PROCEDIMIENTO A SEGUIR EN LOS 

CASOS EN QUE LAS AUTORIDADES RESPONSABLES Y/O VINCULADAS AL CUMPLIMIENTO LO 
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REALICEN DE MANERA EXTEMPORÁNEA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 

2013)." y "CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO. PROCEDIMIENTO A SEGUIR PARA 

VALORAR LA LEGALIDAD DE LAS MULTAS IMPUESTAS A LAS AUTORIDADES RESPONSABLES Y/O 

VINCULADAS A DICHO CUMPLIMIENTO, CUANDO ÉSTE FUE EXTEMPORÁNEO (LEGISLACIÓN 

VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013)." citadas, aparecen publicadas en el Semanario 

Judicial de la Federación del viernes 14 de noviembre de 2014 a las 9:20 horas y en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 12, Tomo I, 

noviembre de 2014, páginas 7 y 9, registros digitales: 2007912 y 2007913, respectivamente. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2020825  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 18 de octubre de 2019 10:28 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: VIII.2o.C.T.9 K (10a.)  

 

AGRAVIOS INOPERANTES EN EL RECURSO DE REVISIÓN. LO SON AQUELLOS 
QUE SOSTIENEN QUE LOS JUZGADORES DE AMPARO, EN SU CALIDAD DE 
ÓRGANOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL, TRANSGREDEN DERECHOS 
HUMANOS O FUNDAMENTALES, SÓLO EN ESE ASPECTO. 
 

Históricamente las garantías individuales, ahora denominadas derechos humanos 

conforme a la reforma constitucional publicada el 10 de junio de 2011, en el Diario Oficial 

de la Federación, se han reputado como aquellos elementos jurídicos que se traducen en 

medios de salvaguarda de las prerrogativas fundamentales que el ser humano debe tener 

para el cabal desenvolvimiento de su personalidad frente al poder público. Son derechos 

subjetivos públicos consignados en favor de todo habitante de la República que dan a sus 

titulares la potestad de exigirlos jurídicamente a través del juicio de amparo. En este sentido, 

los Jueces de Distrito, al conocer de los distintos juicios de amparo de su competencia (no 

de procesos federales), ejercen la función de control constitucional y, en ese caso, dictan 

determinaciones de cumplimiento obligatorio y obran para hacer cumplir esas 

determinaciones, según su propio criterio y bajo su responsabilidad, por la investidura que 

les da la ley, por lo que a juicio de las partes, pueden infringir sus derechos subjetivos 

públicos. Ahora bien, aun cuando contra sus decisiones procede el recurso de revisión, éste 

no es un medio de control constitucional autónomo, por medio del cual pueda analizarse 

la transgresión a derechos humanos, sino que es un procedimiento de segunda instancia 

que tiende a asegurar un óptimo ejercicio de la función judicial, a través del cual el tribunal 

de alzada, con amplias facultades, incluso de sustitución, vuelve a analizar los motivos y 

fundamentos que el Juez tomó en cuenta para emitir su fallo, limitándose a los agravios 

expuestos. Luego, mediante dicho recurso, técnicamente, no deben analizarse los agravios 

consistentes en que el Juez trastocó derechos humanos o fundamentales contenidos en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que cuando actúa en su 

calidad de órgano de control constitucional, no puede atribuírsele la violación a preceptos 

constitucionales o a derechos fundamentales, en razón de que, dada su investidura 

constitucional y calidad de titular de los órganos de control constitucional, no es factible 

que transgreda disposiciones de la Ley Fundamental, toda vez que, en principio, sus 

actuaciones se encuentran reguladas en la Ley de Amparo y en el Código Federal de 

Procedimientos Civiles, supletorio de aquélla, por lo que, en todo caso, sólo podría 

atribuírsele violaciones a las disposiciones de dichos ordenamientos, debido a que dentro 

del sistema constitucional que nos rige y a la luz de los principios de la técnica que impera 
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en el juicio de amparo, sería algo fuera de toda lógica jurídica el admitir que los órganos 

de amparo (a quienes de acuerdo con la Constitución General de la República, está 

confiada la responsabilidad de ejercer el control de la constitucionalidad de los actos de 

las autoridades), pudieran vulnerar directamente el orden constitucional, cuya salvaguarda 

les confía la propia Carta Magna; de ahí que en el recurso de revisión, los agravios en los 

que se sostiene que la determinación impugnada transgrede derechos fundamentales son 

inoperantes, sólo en ese aspecto. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO CIRCUITO. 

 

Queja 103/2019. Jesús Hernández Ochoa y otra. 20 de junio de 2019. Unanimidad de votos. 

Ponente: Carlos Gabriel Olvera Corral. Secretaria: Luz Adriana Campos Acosta. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 18 de octubre de 2019 a las 10:28 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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IMPEDIMENTOS PARA CONOCER DE JUICIOS DE AMPARO, RECURSOS, 
INCIDENCIAS O DEMÁS CASOS DERIVADOS DE LA IMPUGNACIÓN DEL 
DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY FEDERAL DE REMUNERACIONES 
DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS Y SE ADICIONAN DISPOSICIONES AL 
CÓDIGO PENAL FEDERAL. DEBEN DECLARARSE INEXISTENTES LOS 
CONFLICTOS COMPETENCIALES POR RAZÓN DE LA MATERIA PARA 
CONOCER DE ELLOS. 
 

En la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 

68/2019 (10a.), se señaló que la competencia para conocer de todos los casos, incluyendo 

los impedimentos, derivados de la impugnación en amparo del Decreto por el que se 

expide la Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores Públicos y se adiciona el Código 

Penal Federal, corresponde a los órganos jurisdiccionales especializados en materia 

administrativa. Por tanto, todos los conflictos competenciales en los que los órganos 

contendientes se nieguen a conocer de impedimentos derivados de la impugnación de 

ese decreto por razón de la materia deben declararse inexistentes, por existir jurisprudencia 

exactamente aplicable que resuelve el caso. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Conflicto competencial 170/2019. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Cuarto en 

Materia de Trabajo y Segundo en Materia Administrativa, ambos del Primer Circuito. 28 de 

agosto de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 

Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ausente: 

Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo Uruchurtu 

Soberón. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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IMPEDIMENTOS. LES RESULTA APLICABLE EL PUNTO CUARTO DEL 
ACUERDO GENERAL 4/2019 DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
FEDERAL, A PESAR DE QUE NO SE REFIERA EXPRESAMENTE A ELLOS (LEY 
FEDERAL DE REMUNERACIONES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS). 
 

El punto cuarto del Acuerdo General mencionado no refiere expresamente al término de 

"impedimentos", sin embargo, esto no quiere decir que no los rija, porque en la circular 

SECNO/2/2019 emitida por la Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos Órganos del 

Consejo de la Judicatura Federal, en la que se asentaron los lineamientos para interpretar 

el Acuerdo mencionado, se indicó que la intención es concentrar en los Tribunales 

Colegiados Primero y Cuarto de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con 

residencia en la Ciudad de México, el conocimiento de todos los asuntos relacionados con 

los juicios de amparo en los que se impugnó la Ley Federal de Remuneraciones de los 

Servidores Públicos. En la circular de mérito también se indicó que en ese orden de ideas, 

los impedimentos o los conflictos competenciales que tuvieran los Tribunales Colegiados de 

Circuito ordinarios y que fueron recibidos por ellos a partir del 9 de mayo de 2019 en 

adelante debían ser remitidos a los Tribunales Colegiados Auxiliares para su resolución. Así, 

atento a lo dispuesto en la circular de que se trata, es evidente que los órganos de amparo 

deberán atenerse a la fecha en la que el Tribunal Colegiado recibió físicamente el 

impedimento para determinar si su resolución corresponde a los Tribunales Colegiados 

Auxiliares o a los Tribunales Colegiados ordinarios, en el entendido de que cuando la fecha 

sea del 8 de mayo de 2019 o anterior, el asunto corresponde a un Tribunal Colegiado 

ordinario, mientras que si la data es del día 9 de los mismos mes y año en adelante, el 

impedimento corresponde a los Tribunales Colegiados Auxiliares. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Conflicto competencial 170/2019. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Cuarto en 

Materia de Trabajo y Segundo en Materia Administrativa, ambos del Primer Circuito. 28 de 

agosto de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 

Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ausente: 

Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo Uruchurtu 

Soberón. 
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Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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IMPEDIMENTOS FORMULADOS POR JUECES DE DISTRITO EN MATERIA 
LABORAL PARA CONOCER DE DEMANDAS DE AMPARO EN LAS QUE SE 
IMPUGNÓ LA LEY FEDERAL DE REMUNERACIONES DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. METODOLOGÍA QUE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
CIRCUITO CON JURISDICCIÓN EN EL ÁMBITO ADMINISTRATIVO DEBEN 
SEGUIR PARA SU RESOLUCIÓN. 
 

Cuando un Juez de Distrito en Materia de Trabajo plantee el impedimento para conocer 

de una demanda de amparo en la que se impugnó la Ley Federal de Remuneraciones de 

los Servidores Públicos, esto aparejará que el Tribunal Colegiado de Circuito con jurisdicción 

en Materia Administrativa al que se decline su conocimiento, al resolverlo: a) Indique que 

debe quedar sin materia el impedimento del Juzgado de Distrito en Materia Laboral, pues 

no tiene competencia legal para avocarse al asunto, porque según la jurisprudencia de la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 68/2019 (10a.), los asuntos 

relacionados con el reclamo de la ley indicada corresponden a los órganos jurisdiccionales 

en materia administrativa; y b) Valore lo establecido por el Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal al expedir el Acuerdo General 4/2019, cuyo punto primero establece 

que el trámite, resolución y cumplimiento de las sentencias de los juicios de amparo en los 

que se impugne la ley mencionada quedarán a cargo los Juzgados Primero y Segundo de 

Distrito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en la Ciudad de México 

para su conocimiento; y cuyo punto segundo prevé una salvedad a lo anterior en el sentido 

de que cuando la demanda haya sido admitida a trámite el Juzgado de origen deberá 

resolver hasta la suspensión definitiva antes de remitir los autos al Juzgado Auxiliar. Así, en 

caso de que el Tribunal Colegiado de Circuito estime que la demanda se admitió a trámite, 

deberá además actualizar la regla contenida en el numeral primero del acuerdo 

mencionado a efecto de ordenar la remisión de los autos originales del juicio de amparo a 

la Oficina de Correspondencia Común que presta servicio a los Juzgados de Distrito Primero 

y Segundo del Centro Auxiliar de la Primera Región mencionados para que se les turne el 

juicio de amparo y puedan avocarse a su conocimiento, lo que también informará al 

Juzgado de Distrito de origen para que notifique a las partes, por así señalarlo la circular 

SECNO/2/2019 emitida por la Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos Órganos del 

Consejo de la Judicatura Federal. 
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SEGUNDA SALA 

 

Conflicto competencial 170/2019. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Cuarto en 

Materia de Trabajo y Segundo en Materia Administrativa, ambos del Primer Circuito. 28 de 

agosto de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 

Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ausente: 

Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo Uruchurtu 

Soberón. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO. LA IRREPARABILIDAD, COMO 
CARACTERÍSTICA DE LOS ACTOS RECLAMADOS 
(INTRAPROCEDIMENTALES O RESOLUCIONES DEFINITIVAS), NO 
CONSTITUYE, POR SÍ MISMA, UNA EXCEPCIÓN A DICHO PRINCIPIO, AUN 
CUANDO EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE ORIGEN ESTÉ 
INVOLUCRADO UN AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO O UN ELEMENTO DE 
LA POLICÍA DE INVESTIGACIÓN DE LA AHORA FISCALÍA GENERAL DE 
JUSTICIA DEL ESTADO DE MÉXICO. 
 

De las tesis de jurisprudencia 1a./J. 113/2013 (10a.) y 2a./J. 18/2015 (10a.), de la Primera y 

de la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de títulos y subtítulos: 

"DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LA IRREPARABILIDAD DEL ACTO NO 

CONSTITUYE, POR SÍ MISMA, UNA EXCEPCIÓN A ESTE PRINCIPIO, AUN CUANDO EN LA 

CONTIENDA JURÍDICA ESTÉ INVOLUCRADO UN MENOR DE EDAD." e "INMOVILIZACIÓN DE 

CUENTAS BANCARIAS. CONTRA EL ACTO QUE LA DECRETA NO PROCEDE EL JUICIO DE 

AMPARO INDIRECTO.", deriva que la irreparabilidad del acto reclamado y el principio de 

definitividad constituyen presupuestos distintos y autónomos que deben observarse para 

determinar la procedencia del juicio de amparo indirecto. El primero de estos requisitos, 

esto es, que se trate de un acto de ejecución irreparable, se refiere a la naturaleza del acto 

de autoridad que se impugna y que genera la afectación en la esfera jurídica del quejoso 

por la transgresión de un derecho sustantivo que no es susceptible de repararse con el 

dictado de un fallo favorable a sus intereses. Por otra parte, la regla de la definitividad se 

refiere a la existencia, idoneidad y eficacia de los recursos ordinarios previstos en la ley 

contra el acto reclamado, así como a la posibilidad, derivada de las normas legales 

aplicables al caso, de que el interesado renuncie a ellos. Así, se concluye que la 

irreparabilidad, como característica de los actos reclamados (intraprocedimentales o 

resoluciones definitivas), no constituye, por sí misma, una excepción al principio de 

definitividad, aun cuando en el procedimiento administrativo de origen esté involucrado un 

agente del Ministerio Público o un elemento de la Policía de Investigación de la ahora 

Fiscalía General de Justicia del Estado de México, pues el hecho de que se trate de actos 

de imposible reparación no genera, per se, una excepción a la regla de definitividad, pues 

ésta se refiere fundamentalmente al alcance de los recursos y no a la naturaleza de los 

actos impugnados, sin que la circunstancia de que el quejoso se encuentre sujeto al 
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régimen especial establecido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, constituya una justificación válida para confundir 

los elementos de uno y otro requisitos de procedencia del juicio de amparo. No es obstáculo 

a lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 49/2016 (10a.), de la Segunda Sala del Alto Tribunal, de 

título y subtítulo: "PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE SEPARACIÓN DEL CARGO DE LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS SUJETOS AL SISTEMA DE CARRERA MINISTERIAL, POLICIAL Y PERICIAL. 

CONTRA EL ACUERDO DE INICIO PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, CONFORME 

AL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN III, INCISO B), DE LA LEY DE AMPARO.", ya que ésta alude a la 

causal de improcedencia del juicio constitucional, apoyada en la aplicación, a contrario 

sensu, del artículo 107, fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo, en el sentido de que 

contra los actos u omisiones acaecidos dentro de un procedimiento administrativo seguido 

en forma de juicio, que no sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos los que 

afecten materialmente derechos sustantivos tutelados en la Constitución Federal y en los 

tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, deviene improcedente 

la acción de amparo; por tanto, dicha causal de improcedencia es distinta a la prevista en 

el numeral 61, fracción XX, de la ley citada, pues no es lo mismo promover el juicio 

constitucional contra los actos u omisiones dentro de un procedimiento administrativo 

seguido en forma de juicio, que sean de imposible reparación, a tener que agotar los 

medios ordinarios de defensa contra los actos reclamados en el juicio de amparo. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 4/2017. Entre las sustentadas por el Tercer y el Cuarto Tribunales 

Colegiados, ambos en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 4 de julio de 2018. 

Unanimidad de cuatro votos de los Magistrados María del Pilar Bolaños Rebollo, Verónica 

Judith Sánchez Valle, Maurilio Gregorio Saucedo Ruiz y Antonio Campuzano Rodríguez. 

Ponente: Antonio Campuzano Rodríguez. Secretario: Jorge Guadalupe Mejía Sánchez. 

 

Criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 

Circuito, al resolver la queja 92/2017, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver la queja 177/2017. 

 

Nota: Las tesis de jurisprudencia 1a./J. 113/2013 (10a.), 2a./J. 18/2015 (10a.) y 2a./J. 49/2016 

(10a.) citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 

6 de diciembre de 2013 a las 6:00 horas, del viernes 20 de marzo de 2015 a las 9:00 horas y 

del viernes 20 de mayo de 2016 a las 10:20 horas, así como en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 1, Tomo I, diciembre de 2013, página 350, 

Libro 16, Tomo II, marzo de 2015, página 1377 y Libro 30, Tomo II, mayo de 2016, página 1329, 

respectivamente. 

 

En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar 

8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta tesis forma 

parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 4/2017, resuelta por el Pleno en Materia 

Administrativa del Segundo Circuito.  
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Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 07 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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Registro: 2020822  
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Tesis: PC.I.L. J/57 L (10a.)  

 

ACTAS ADMINISTRATIVAS LEVANTADAS A TRABAJADORES AL SERVICIO 
DEL ESTADO. PARA SU VALIDEZ ES INNECESARIO QUE EL PATRÓN 
PRESENTE TESTIGOS DE CARGO. 
 

Del artículo 46 bis de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado se advierte 

que cuando el titular de una dependencia tenga conocimiento de hechos que le hagan 

presumir la probable configuración de alguna de las causas de cese previstas en el numeral 

46, fracción V, de la citada legislación, procederá al levantamiento de un acta 

administrativa, con intervención del trabajador a quien se le atribuyan los hechos y de un 

representante del sindicato respectivo, en la que con toda precisión se asentarán tales 

hechos, la declaración del afectado, así como la de los testigos de cargo y de descargo 

que se propongan; de lo que se infiere una prerrogativa tanto para el patrón, como para 

el servidor público, de presentar testigos en la instrumentación del acta administrativa, pero 

no la obligación de hacerlo, puesto que el artículo referido en primer término no es 

imperativo en ese sentido y, por tanto, no puede estimarse que la intervención de los 

testigos de cargo sea obligatoria e indefectible en los procedimientos en los que se levante 

un acta administrativa a un trabajador del Estado, puesto que debe tenerse en cuenta que 

el ofrecimiento de las pruebas se encuentra sujeto a la voluntad de las partes y que no en 

todos los casos, los hechos que en el acta administrativa le son imputados al trabajador 

para dar por terminados los efectos de su nombramiento, ocurren en presencia de terceros; 

de ahí que no sea necesaria la presentación de los testigos de cargo por parte del patrón 

a efecto de otorgarle validez al acta administrativa levantada con motivo de la posible 

separación del cargo de un trabajador burocrático. 

 

PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 5/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Séptimo y 

Décimo Sexto, ambos en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 2 de septiembre de 2019. 

Mayoría de dieciséis votos a favor de los Magistrados Emilio González Santander, María de 

Lourdes Juárez Sierra, Casimiro Barrón Torres, Lourdes Minerva Cifuentes Bazán, Miguel Ángel 

Ramos Pérez, Roberto Ruiz Martínez, Genaro Rivera, José Sánchez Moyaho, Martín Ubaldo 

Mariscal Rojas, Noé Herrera Perea, María Soledad Rodríguez González, Felipe Eduardo 

Aguilar Rosete, Nelda Gabriela González García, Tarsicio Aguilera Troncoso, José Guerrero 
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Láscares y Guadalupe Madrigal Bueno. Disidente: Héctor Arturo Mercado López. Ponente: 

Noé Herrera Perea. Secretario: Luis José García Vasco Rivas. 

 

Tesis y criterio contendientes: 

 

Tesis I.7o.T.2 L, de rubro: "TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. ACTAS ADMINISTRATIVAS. 

INTERVENCIÓN DE TESTIGOS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 46 BIS DE LA LEY FEDERAL DE 

LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO).", aprobada por el Séptimo Tribunal 

Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo I, junio de 1995, página 556, y 

 

El sustentado por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 

Circuito, al resolver el amparo directo DT. 372/2018. 

 

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar 

8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta tesis forma 

parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 5/2019, resuelta por el Pleno en Materia 

de Trabajo del Primer Circuito. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 18 de octubre de 2019 a las 10:28 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 21 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. CARECE DE 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE LAS DEMANDAS PROMOVIDAS CONTRA 
LAS RESOLUCIONES EMITIDAS POR EL INSTITUTO NACIONAL DE 
TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES, AL SER ÉSTE UN ORGANISMO CONSTITUCIONAL AUTÓNOMO. 
 

El artículo 73, fracción XXIX-H, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

dispone una restricción competencial para el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 

conforme a la cual, se acotan sus atribuciones para conocer sólo de controversias relativas 

a actos emitidos por las autoridades de la administración pública federal. 

Consecuentemente, carece de facultades para conocer de las demandas promovidas 

contra las resoluciones emitidas por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 

Información y Protección de Datos Personales, al ser éste un organismo autónomo, 

especializado, imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con 

plena autonomía técnica, de gestión, con capacidad para decidir sobre el ejercicio de su 

presupuesto y determinar su organización interna, responsable de garantizar el 

cumplimiento del derecho de acceso a la información pública y a la protección de datos 

personales en posesión de los sujetos obligados, según lo previsto en los artículos 6o., 

apartado A, fracción VIII, de la Constitución Federal, 3, fracción XIII y 37 de la Ley General 

y 17 de la Ley Federal, ambas de Transparencia y Acceso a la Información Pública, sin que 

pueda inferirse que esa competencia pueda derivar de diversas leyes de carácter federal, 

pues acorde con los principios de interpretación conforme y supremacía constitucional, 

resulta aplicable la norma que sea compatible con la Carta Magna, la que, en el caso, 

impide considerar procedente la vía contenciosa administrativa para impugnar las 

resoluciones emitidas por un organismo constitucional autónomo. 

 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 669/2018. Google México, S. de R.L. de C.V. 5 de junio de 2019. Unanimidad 

de votos. Ponente: Pablo Domínguez Peregrina. Secretario: David Caballero Franco. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. PARÁMETROS DE LA 
DISCRECIONALIDAD PARA FIJAR EL MONTO DE LAS MULTAS RELATIVAS, 
EN RELACIÓN CON LA PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS 
ADMINISTRATIVOS Y LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD. 
 

La finalidad del derecho administrativo sancionador es satisfacer, de la mejor manera, los 

intereses generales, incluyendo como objetivo fundamental obtener la regularidad en la 

conducta de los gobernados, de acuerdo con la normativa que protege y fomenta 

determinados bienes públicos, para alcanzar los fines que establece como situaciones 

deseables. Lo anterior dentro de un margen donde concurren facultades regladas y de 

arbitrio, sujetas al principio de proporcionalidad, lo que determina que las sanciones deben 

ser adecuadas, necesarias y proporcionales al propósito perseguido, a la importancia de 

los valores involucrados y a la repercusión de la conducta que pretende normarse. En ese 

contexto, como un factor esencial para acatar la obligación que recae sobre la autoridad 

de fundar y motivar sus decisiones, ésta debe explicitar el parámetro conforme al cual 

habrán de imponerse las sanciones económicas. Así, el que la autoridad goce de un 

margen de discrecionalidad para fijar el monto de las multas entre los límites previstos en la 

norma, no supone un actuar arbitrario, sino que debe ser una decisión suficientemente 

justificada, con arreglo a parámetros claros y que pondere las circunstancias concurrentes, 

para encontrar el punto de equilibrio entre los hechos imputados como faltas o infracciones, 

la responsabilidad exigida y los propósitos disuasorios; de ahí que cuando la norma 

habilitante en derecho administrativo sancionador da pauta para amplias elecciones del 

operador, aunado a la presunción de legalidad de los actos administrativos y a la 

aplicación del principio aludido, conlleva también una completa, adecuada y precisa 

motivación que razonablemente dé cuenta del arbitrio ejercido. Lo anterior, sin caer en una 

exigencia irrazonable o excesiva hacia la autoridad de motivar, más allá de lo 

indispensable, para permitir cuestionamientos básicos y no exagerados, sino pertinentes al 

caso concreto, señalando el porqué de la sanción impuesta, tomando como base que los 

actos de autoridad gozan de una presunción de validez que debe ser derrotada o 

destruida, no sólo objetada sin argumentos suficientes. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo directo 396/2019. Hir Compañía de Seguros, S.A. de C.V. 5 de septiembre de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretario: Oswaldo Iván de 

León Carrillo. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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SUSPENSIÓN DEFINITIVA DEL ACTO RECLAMADO. INTERPRETACIÓN DE LA 
EXPRESIÓN "PODRÁ" SOLICITAR DOCUMENTOS Y ORDENAR LAS 
DILIGENCIAS QUE CONSIDERE NECESARIAS, CONTENIDA EN EL PRIMER 
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 143 DE LA LEY DE AMPARO. 
 

Si bien esta porción normativa señala que el juzgador de amparo, para proveer sobre la 

medida cautelar, "podrá" solicitar documentos y ordenar las diligencias que considere 

necesarias, lo cual, en principio, denota una facultad potestativa para desplegar estas 

actuaciones; lo cierto es que cuando en el incidente de suspensión no obren elementos 

suficientes para resolver sobre la suspensión definitiva, el juzgador está obligado a 

recabarlos, pues precisamente la intención del legislador fue otorgarle amplias facultades 

para allegarse de los mismos, para definir, con apoyo en datos objetivos, el estado en que 

habrán de mantenerse las cosas durante la sustanciación del juicio de amparo y, en su 

caso, restablecer provisionalmente al quejoso en el goce del derecho violado mientras se 

dicta sentencia ejecutoria. Esta interpretación es congruente con el tercer párrafo del 

artículo 75 de dicha ley, conforme al cual el órgano jurisdiccional "deberá" recabar 

oficiosamente las pruebas rendidas ante la responsable y las actuaciones que estime 

necesarias para la resolución del asunto. Dicha obligación, dirigida al Juez de amparo, 

debe transpolarse al incidente de suspensión, pues la necesidad de encontrar la verdad 

material sobre la formal no es exclusiva del juicio principal, sino también de aquél, para 

optimizar la eficacia de la medida cautelar y, por otra parte, evitar que con su 

otorgamiento se modifiquen o restrinjan derechos, o constituyan aquellos que no haya 

tenido el quejoso antes de la presentación de la demanda, en contravención al artículo 

131, segundo párrafo, lo que únicamente puede lograrse si el órgano jurisdiccional cuenta 

con todas las constancias y pruebas necesarias para resolver el incidente relativo. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL QUINTO CIRCUITO. 

 

Incidente de suspensión (revisión) 78/2019. Martín Galaz Escoboza. 20 de junio de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel Blanco Quihuis. Secretario: Germán Gutiérrez 

León. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación.  
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REVISIÓN FISCAL. DICHO RECURSO ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS 
SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA QUE 
DECLARAN LA NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO POR 
VICIOS DE FONDO Y DE FORMA, SI SE PLANTEAN AGRAVIOS CONTRA ESTOS 
Y NO RESPECTO DE AQUELLOS. 
 

Conforme a la jurisprudencia 2a./J. 37/2014 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "REVISIÓN FISCAL. CUANDO LA SENTENCIA DEL 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DECLARE LA NULIDAD DEL ACTO 

IMPUGNADO POR VICIOS DE FONDO Y DE FORMA, EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 

COMPETENTE SÓLO DEBE ESTUDIAR LOS AGRAVIOS VINCULADOS CON EL FONDO Y 

DECLARAR INOPERANTES LOS QUE ATAÑEN A LA FORMA.", cuando en la sentencia recurrida 

se contienen pronunciamientos tanto de forma como de fondo, esto último, en principio, 

hace procedente el recurso de revisión fiscal, en el entendido de que lo único que puede 

ser materia de análisis son los agravios dirigidos a impugnar los vicios de fondo, no así los 

relacionados con los aspectos de forma, los cuales deben declararse inoperantes. Así, 

dicho criterio parte de la base de que la autoridad hace valer agravios para controvertir 

ambos tipos de vicios (fondo y forma), a partir de lo cual se fijó una regla sobre la manera 

en que se deben calificar; empero, no trató el caso ni estableció qué hacer si la inconforme 

se limita a esgrimir agravios relacionados con los vicios de forma, sin hacerlo con los de 

fondo; esto es, no indicó si el recurso debe declararse improcedente; o bien, procedente y 

calificar como inoperantes únicamente los agravios de forma. No obstante, como en la 

ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 31/2014, que dio origen a la jurisprudencia 

mencionada, se determinó que en la revisión fiscal únicamente se deben estudiar los 

argumentos encaminados a atacar los vicios de fondo, ya que ello es acorde con el 

carácter excepcional del recurso, de no existir estos, tampoco habría razón para declarar 

procedente el recurso, pues en ese caso el Tribunal Colegiado de Circuito no emitirá algún 

pronunciamiento que involucre el fondo del asunto, que es lo único que justifica la 

procedencia del medio de impugnación, habida cuenta que el legislador lo estableció 

para analizar temas de fondo sobre asuntos que revisten las características de importancia 

y trascendencia, no así para declarar inoperantes los agravios vertidos contra los vicios 

formales, los cuales deben confiarse plenamente al Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, sin necesidad de una revisión posterior, al ser previsible que sólo redundará 

en lo ya resuelto. Por tanto, cuando se impugnen sentencias que contengan 



Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación 
Unidad de Evaluación y Control 

Dirección Jurídica para la Evaluación y Control 

 
“LXIV Legislatura de la Paridad de Género” 

                “2019, Año del Caudillo del Sur, Emiliano Zapata"  
 
 

pronunciamientos de fondo y de forma, pero se omita plantear agravios contra aquellos, el 

recurso respectivo es improcedente. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 46/2018. 

Subadministrador Desconcentrado Jurídico de la Administración Desconcentrada Jurídica 

de Puebla "1", en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del 

Servicio de Administración Tributaria y de la autoridad demandada. 2 de agosto de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Hugo Luna Baraibar. Secretario: Alejandro Ramos 

García. 

 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 37/2014 (10a.) y la parte conducente de la ejecutoria 

relativa a la contradicción de tesis 31/2014 citadas, aparecen publicadas en el Semanario 

Judicial de la Federación del viernes 23 de mayo de 2014 a las 10:06 horas y en la Gaceta 

del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 6, Tomo II, mayo de 2014, 

páginas 1006 y 986, registros digitales: 2006487 y 25041, respectivamente. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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NULIDAD DE LAS RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS. SENTIDO AMPLIO 
DEL CONCEPTO Y EFECTOS DE LA DECRETADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
 

La nulidad de las resoluciones administrativas debe entenderse en sentido amplio, esto es, 

como la consecuencia de una declaración jurisdiccional que priva de valor y eficacia a las 

decisiones afectadas por alguna causa de ilegalidad. Así, la nulidad implica, tanto una 

declaración, como una sanción jurídica múltiple y consecuente; de ahí que estos efectos 

se adjudican a la resolución ilícita, pero también a sus consecuencias (conducta, resultado 

de acción u omisión y restauración del orden jurídico, entre otras). Además, el concepto 

genérico de dicha nulidad, en razón de sus variantes o modalidades, debe apreciarse en 

un contexto sistémico, complejo y comprensivo de múltiples factores y repercusiones 

pertinentes y conformes a casos concretos. En estas condiciones, la declaratoria y su 

trascendencia son el resultado de las etapas del control judicial respectivo, a saber: I) 

determinación de alguna causa de ilegalidad prevista en el artículo 51 de la Ley Federal 

de Procedimiento Contencioso Administrativo; II) declaración de invalidez o nulidad de la 

resolución, acorde con la trascendencia del vicio identificado, conforme al artículo 52 del 

ordenamiento citado; III) precisión de las ineficacias atribuibles a la resolución y sus 

consecuencias, en razón de los excesos o deficiencias que conlleven, tanto en el ámbito 

jurídico como en el fáctico, lo cual abarca a la propia decisión y a las secuelas que resulten 

incididas; y, IV) restauración plena de la legalidad y modalidades de cumplimiento, en 

términos del precepto 57 de la misma ley. Ahora, la declaratoria aludida puede implicar: A) 

la emisión de un nuevo acto en el que se subsanen los vicios de ilegalidad detectados (ya 

sean formales, procedimentales o de fondo, que deriven del ejercicio de facultades 

regladas o en respuesta a una instancia promovida por un particular); B) libertad para 

ejercer facultades, ya sea que confiera cierto arbitrio (con libertad para apreciar o 

adjudicar consecuencias) o de naturaleza netamente discrecional de la autoridad, 

actualizándose un supuesto de nulidad (lisa y llana), con la alternativa para dictar otro acto, 

purgando infracciones o consecuencias, aunque sujeto al plazo legalmente establecido 

(cuatro meses o un mes para la vía sumaria); C) la nulidad lisa y llana o absoluta, que 

imposibilita a la autoridad demandada para reiterar aspectos cuando, efectiva y 

puntualmente, sean cosa juzgada o temas decididos definitivamente; o, D) precisar 

medidas de reparación, indemnización o restitución acordes con la lesión o agravio 

causado a derechos específicos. De lo anterior se advierte que el concepto alusivo a la 
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declaratoria de invalidez –nulidad– puede ser ambiguo y hasta confuso, por coincidir en la 

supresión de un acto de autoridad; sin embargo, los efectos de esa declaratoria 

dependerán del grado de ilegalidad detectado, el contexto en el que se originaron y las 

consecuencias o alternativas asignadas por la ley, y no únicamente de la denominación 

adoptada por el órgano jurisdiccional que la declare, como incluso lo prevé el numeral 57 

indicado, al señalar que los efectos ahí previstos se producirán "aun en el caso de que la 

sentencia declare la nulidad en forma lisa y llana". 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 356/2018. Kriskant, S.A. de C.V. 15 de noviembre de 2018. Unanimidad de 

votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Rogelio Pérez Ballesteros. 

 

Amparo directo 442/2018. K & V Nueva Era en Administración, S.A. de C.V. 10 de enero de 

2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Aideé Pineda 

Núñez. 

 

Amparo directo 216/2018. Galia, S.A. de C.V. 31 de enero de 2019. Unanimidad de votos. 

Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Rogelio Pérez Ballesteros. 

 

Amparo directo 575/2018. Serofic, S.A. de C.V. 11 de abril de 2019. Unanimidad de votos. 

Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco Antonio Pérez Meza. 

 

Amparo directo 158/2019. Logística Integral en Servicios de Aseo y Limpieza, S.A. de C.V. 5 

de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: 

Rogelio Pérez Ballesteros. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 14 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 

 

 


